
Lima, 27 de noviembre de 2023 

OFICIO N° 363-2023-2024-RLI/CR 

Señor 
GIOVANNI CARLO FORNO FLÓREZ 
Oficial Mayor del Congreso de la República 
 Presente.– 

Asunto: Traslado por su intermedio la 
Denuncia Constitucional dirigida a la Sub 
Comisión de Acusaciones Constitucionales. 

Tengo el agrado de dirigirme a usted para saludarlo y, a la vez, remito la 
Denuncia Constitucional por diversas infracciones a la Constitución contra la Fiscal 
de la Nación Liz Patricia Benavides Vargas, así como por la comisión de los delitos 
de organización criminal y tráfico de influencias, por lo que solicito se traslade por 
su intermedio a la Sub Comisión de Acusaciones Constitucionales. 

Sin otro particular, hago propicia la ocasión para hacerle saber mis 
sentimientos de consideración y respeto. 

Atentamente, 

RUTH LUQUE IBARRA 
CONGRESISTA DE LA REPÚBLICA 
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SEÑORA PRESIDENTA DE LA SUB COMISION DE ACUSACIONES 
CONSTITUCIONALES DEL CONGRESO DE LA REPÚBLICA 
 
 
Ruth Luque Ibarra, en mi calidad de Congresista de la República y en el marco 
de mis atribuciones conferidas en la Constitución Política y en los artículos 99 de 
la Constitución y 89 del Reglamento del Congreso. 
 
I. INTERPONGO DENUNCIA CONSTITUCIONAL POR INFRACCIÓN DE LA 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL PERÚ 
 

Se interpone la presente denuncia constitucional en contra de Liz Patricia 
Benavides Vargas en su condición de Fiscal de la Nación; quien en abuso de su 
condición y aprovechamiento de las facultades conferidas como representante 
del Ministerio Público habría incurrido en la infracción de diversos artículos de la 
Constitución Política del Perú. 
 
Por otra parte, se presenta denuncia de contenido penal por la presunta comisión 
de los delitos de organización criminal y tráfico de influencias conforme a los 
artículos 317 y 400 del Código Penal. 
 
II. FUNDAMENTOS DE HECHO 

 
Como es de conocimiento público, el día de hoy 27 de noviembre del 2023, el 
Equipo Especial Contra La Corrupción en el Poder Judicial, hallo indicios y 
evidencias de la participación Fiscal de la Nación en la presunta organización 
criminal, que abuzando de su condición y poder, incurrida en el tráfico de 
influencias, afectando la dignidad, transparencia, neutralidad, legalidad y 
obligaciones correspondientes a su cargo. 
 
El Equipo Especial de Fiscales contra la Corrupción del Poder (Eficcop), dispuso 
la detención preliminar de Javier Villanueva Barreto, quien hasta el día de hoy 
se desempeñaba como uno de los asesores principales de Liz Patricia 
Benavides, Fiscal de la Nación, asimismo se dispuso el allanamiento de la 
vivienda de Javier Villanueva Barreto, así como de Miguel Angel Girao Isidro y 
Abel Hurtado Espinoza, también asesores de la Fiscal de la Nación. A quienes 
se les sindica la presunta comisión del delito contra la tranquilidad pública, 
Organización criminal, y con la Administración Pública - Tráfico de Influencias, 
conductas previstas y sancionadas en los artículos 317 y 400 del Código Penal. 
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Como lo sostiene el Equipo Especial Contra la Corrupción, esta organización 
estaría integrada por:  
 

 
Es claro que, conforma a los indicios hallados, existe una clara distribución de 
roles, funciones y subordinación entre la Fiscal de la Nación y sus asesores más 
cercanos; lo cual evidencia que existe un aparato organizativo que es integrado 
por funcionarios públicos de la Fiscalía de la Nación.  
 
 

   
 
Las actividades ilícitas en las que incurrieron esta organización criminal, y la 

Fiscal de la Nación, han sido claramente identificas por el Poder Judicial. El Auto 

en mención resuelve la detención preliminar, allanamiento con descerraje, 

detención preliminar judicial, registro de personas e incautación y levantamiento 

del secreto a la intimidad (Exp: 506-2023-2) del Séptimo Juzgado de 

Investigación Preparatoria Nacional de la Corte Superior Nacional de Justicia 

Penal Especializada del Poder Judicial, señalan graves hechos. 

La tesis fiscal, señala que, la presunta organización criminal, tendría una 

estructura vertical, siendo liderada por Liz Patricia Benavides Vargas, actual 
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Fiscal de la Nación y dentro de la primera línea estaría integrada por Jaime Javier 

Villanueva Barreto, Miguel Ángel Girao Isidro y Abel Hurtado Espinoza, quienes 

habrían cometido graves hechos. 

Se advierten indicios de Liz Patricia Benavides Vargas, Fiscal de la Nación, quien 
por intermedio de su asesor Javier Villanueva Barreto, que luego de hacerse 
pública este tema, fue cesado en el cargo, quien a través de mensajes de 
WhatsApp habría influido ilícitamente en Congresistas de la República para que 
orienten su decisión de voto en la designación del Defensor del Pueblo, y a la luz 
de la investigación habría promesas que cumpliría posteriormente la Fiscal de la 
Nación, todo esto por realizar un trabajo coordinado, entre el Ministerio Público 
y sendos congresistas de la República. 
 
El interés particular de Liz Patricia Benavides Vargas sería lograr la elección de 

un Defensor del Pueblo a la medida de sus intereses, para que, frente a una 

eventual remoción de la Junta Nacional de Justicia, esté presidida la selección 

de sus miembros y queden impune los procesos disciplinarios que la fiscal 

cuenta en la máxima entidad de selección de jueces y fiscales. Los hechos 

descritos por el Equipo Especial detallan chats que revelan la injerencia del 

asesor de la fiscal de la Nación, Jaime Villanueva en las votaciones del Congreso 

para lograr la remoción de la Junta Nacional de Justicia (JNJ).  

Esto solo refleja y evidencia una influencia ilícita muy grave, entre congresistas 

de la república y la Fiscal de la Nación, para lograr afectar la independencia y la 

remoción de los actuales miembros de las JNJ. Finalmente, también estos actos 

han sido motivados con el objetivo de impedir que la JNJ, conforme a sus 

atribuciones constitucionales, puede destituir por los graves hechos que 

involucran a la Fiscal de la Nación.  

 
III. FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
3.1. FUNDAMENTACIÓN CONSTITUCIONAL DE LA ACUSACIÓN 

 
Consideramos que la conducta en la que habría incurrido la Fiscal de la Nación, 

Patricia Benavides, atenta directamente con lo previsto en los artículos 39, 43, 

139.2, 158, y 159.2 de la Constitución Política del Perú. 

 

En primer lugar, la conducta de la Fiscal de la Nación vulnera de forma 

flagrante el artículo 39 de la Constitución respecto a los deberes y fines que 

les corresponde cumplir a todo funcionario y servidor, especialmente a los que 

ostentan las más altas magistraturas. 

 

En efecto, el artículo 39 de la Constitución prevé que “Todos los funcionarios y 

trabajadores públicos están al servicio de la Nación”. Todos los funcionarios y 

trabajadores públicos están al servicio de la Nación. El Presidente de la 

República tiene la más alta jerarquía en el servicio a la Nación y, en ese orden, 

los representantes al Congreso, ministros de Estado (…) Fiscal de la Nación y 

(…)”. La norma constitucional se ha encargado de explicitar el papel relevante 
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de las más altas autoridades, en este caso de la Fiscal de la Nación como 

funcionario público, y como tales, personas que bajo su condición están 

centralmente al servicio de la Nación. 

 

La jurisprudencia constitucional ha precisado que dicho concepto exige de los 

funcionarios públicos un deber de lealtad al principio democrático y a los valores 

que se derivan de la Constitución, de modo que es posible afirmar que los 

funcionarios públicos se encuentran obligados a respetar los distintos principios, 

directrices y reglas que la Constitución contiene, así como sus leyes de 

desarrollo.  

 

En efecto, el TC ha sostenido en relación con el servicio público que: “[...] la 

finalidad esencial del servicio a la Nación radica en prestar los servicios públicos 

a los destinatarios de tales deberes, es decir a los ciudadanos, con sujeción a la 

primaria de la Constitución, los derechos fundamentales, el principio 

democrático, los valores derivados de la Constitución y al poder democrático y 

civil en el ejercicio de la función pública”.1  

 

En ese marco, es posible colegir que Patricia Benavides como Fiscal de la 

Nación tenía el deber de observar el contenido de las normas constitucionales y 

las leyes, dejando de lado cualquier objetivo o interés particular o de grupo para 

conservar el poder, o para eliminar a sus opositores políticos y profesionales. En 

lugar de ello, se han pisoteado los principios democráticos, tales como la 

independencia o autonomía en el ejercicio de la función fiscal, y los derechos 

fundamentales de personas sometidas a su control y poder de mando.  De este 

modo, Patricia Benavides, lejos de servir a la Nación, conforme se colige del 

mandato previsto en el artículo 39 de la Constitución, se han servido más bien 

de su posición y su cargo, para traicionar el servicio a la Nación previsto en el 

artículo 39, entendido como una labor de sujeción escrupulosa a la Constitución 

y sus valores los cuáles han sido dejado de lados, para instrumentalizar el poder 

que tenía en el ejercicio del cargo para fines personalísimos y subalternos. 

 

En segundo lugar, las acciones de la Fiscal de la Nación vulneran de 

manera evidente los artículos 158 y 159, inciso 2 de la Constitución Política 

del Perú, referidos a los fines constitucionales del Ministerio Público y los 

principios en el ejercicio de la función fiscal. Al respecto, como veremos más 

adelante ello se vincula también a los principios previstos en el artículo 139 de la 

Constitución. 

 

El artículo 158 de la Constitución prevé que los miembros del Ministerio Público 

tienen los mismos derechos y prerrogativas y están sujetos a las mismas 

obligaciones que los del Poder Judicial. Por su parte, el artículo 159 prevé en su 

inciso 2, entre las competencias del Ministerio Público, la de velar por la 

 
1 STC 0008-2015-PI/TC, F.J. 14 
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independencia de los órganos jurisdiccionales y por la recta administración de 

Justicia. 

 

De modo que resulta evidente, que la Fiscal de la Nación Patricia Benavides ha 

violado el artículo 159, inciso 2 de la Constitución cuando se puede demostrar 

con registros, chats de teléfono y acciones coordinadas entre su personal de 

confianza y parte del Congreso de la República, que habría conformado una red 

que habría instrumentalización la persecución penal para beneficio propio, 

reuniendo esfuerzos para lograr la remoción de los miembros de la JNJ, la 

inhabilitación de la Fiscal Zoraida Ávalos e incluso para la designación del 

Defensor del Pueblo. Ello demuestra que lejos de velar por la independencia de 

los órganos jurisdiccionales y por vigilar la recta administración de justicia los 

utilizó como un aparato de chantaje políticos, distorsionando los fines 

constitucionales del Ministerio Público. 

 

En el mismo sentido, la conducta de la Fiscal de la Nación Patricia 

Benavides vulnera el artículo 139, inciso 2 de la Constitución Política del 

Perú, sobre independencia en la función jurisdiccional. Hay que recordar que el 

artículo 158 de la Constitución prevé que los miembros del Ministerio Público 

tienen las mismas prerrogativas y están sujetos a las mismas obligaciones que 

los del Poder Judicial. 

 

En ese sentido, el artículo 139, inciso 2 prevé la independencia en la función 

jurisdiccional, lo que implica entre otros aspectos, que ninguna autoridad puede 

avocarse a causas pendientes ante el órgano jurisdiccional ni interferir en el 

ejercicio de las funciones jurisdiccionales. Resulta evidente que en este caso la 

Fiscal de la Nación ha obrado utilizando el poder que tiene para interferir en las 

funciones de los fiscales especializados a cargos de casos emblemáticos de 

corrupción, y el caso más reciente fue el de la remoción de la Fiscal Marita 

Barreto, quien era la que directamente venía investigando las acciones del 

equipo de su despacho. También interfirió en la estabilidad de los miembros de 

la JNJ coordinando políticamente a través de sus asesores, una posible 

remoción en su contra porque también tenían investigaciones en curso contra 

ella. Es decir, obró directamente a su propio favor.  De modo que, la Fiscal de la 

Nación ha pisoteado el principio constitucional de la independencia y autonomía 

que les asiste a todos los magistrados incluyendo los fiscales, así como a la que 

tiene otros órganos constitucionalmente autónomos relacionados al sistema de 

justicia como la JNJ. 

 

Finalmente, la Fiscal de la Nación vulneró de modo flagrante el artículo 43 

de la Constitución Política del Perú. Esta norma constitucional es un principio 

central de todo el sistema democrático constitucional del Estado Peruano y por 

ello resulta imprescindible su férrea defensa de malas autoridades como Patricia 

Benavides las cuáles no deben durar un minuto más en el cargo por vulnerar de 

modo sistemático el principio de separación de poderes. 
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Conforme a todo lo expuesto Patricia Benavides ha instrumentalizado la justicia 

convirtiéndola en un arma política. Ha cruzado los límites que separan justicia la 

cual se dicta en base a la Constitución y las leyes, del ejercicio político que les 

corresponde a los representantes democráticamente elegidos. Y habría operado 

con una red criminal que desde el poder ha utilizado para fines personales y de 

índole político. Ha desnaturalizado la labor de los fiscales al servicio de sus 

intereses y ha buscado ventajas consiguiendo aliados políticos contra todo aquel 

que, cumpliendo sus funciones, investigaban penal y administrativa a su 

administración al frente del Ministerio Público. 

 

En consecuencia, la Fiscal de la Nación ha violado el principio de independencia 

de poderes poniendo al Ministerio Público al servicio de sus intereses 

personales, violando la autonomía de fiscales y miembros de la JNJ, y generando 

alianzas políticas que se encuentran directamente vetados por la Constitución 

Política del Perú, generando una distorsión entre las esferas del ámbito político 

y jurisdiccional, los que amenazan directamente la separación de poderes y el 

sistema democrático del Perú. 

 
 
3.2. FUNDAMENTACIÓN PENAL DE LA DENUNCIA INTERPUESTA 
 
3.2.1. Delito de organización criminal. -  
 
El artículo 317 del Código Penal establece que:  
 

“El que promueva, organice, constituya, o integre una organización 
criminal de tres o más personas con carácter estable, permanente o por 
tiempo indefinido, que de manera organizada, concertada o coordinada, 
se repartan diversas tareas o funciones, destinada a cometer delitos será 
reprimido con pena privativa de libertad no menor de ocho ni mayor de 
quince años y con ciento ochenta a trescientos sesenta y cinco días-multa, 
e inhabilitación conforme al artículo 36°, incisos 1), 2), 4) y 8). 
La pena será no menor de quince ni mayor de veinte años y con ciento 
ochenta a trescientos sesenta y cinco días-multa, e inhabilitación 
conforme al artículo 36°, incisos 1), 2), 4) y 8) en los siguientes supuestos: 
Cuando el agente tuviese la condición de líder, jefe, financista o dirigente 
de la organización criminal. 
Cuando producto del accionar delictivo de la organización criminal, 
cualquiera de sus miembros causa la muerte de una persona o le causa 
lesiones graves a su integridad física o mental”. 
 

Conforme a la regulación penal y la doctrina, “[…] se requiere (como mínimo) 
que la organización criminal esté conformada por tres miembros, entre los cuales 
se repartan tareas o funciones. Sin embargo, debemos advertir que no bastará 
probar la pluralidad de miembros para encontrarnos frente a una organización 
criminal, ya que este elemento debe ser analizado en conjunto con los otros que 
señala nuestro Código Penal. Asimismo, es importante diferenciar a los sujetos 
que tengan la calidad de líder, jefe, financista o dirigente de la organización 
criminal, pues estos tendrán una pena mayor respecto de los demás integrantes. 
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i) Líder, es aquel agente que actúe como guía y posea amplias 
facultades de orientación, conducción y coordinación de las 
actividades delictivas del grupo. En este caso no existe una relación 
vertical ni se ejerce mandato coactivo sobre los otros miembros. Por 
lo general, conducen organizaciones que se dedican a cometer delitos 
de alta especialización. 

ii) El jefe es un órgano intermedio. Se encuentra subordinado al poder 
central del dirigente, pero posee autonomía a nivel operativo dentro de 
la organización; por lo que, tiene control sobre la ejecución de las 
acciones delictivas que deben cumplir quienes están bajo su mando.  

iii) Respecto del financista, este se trata de un gestor especializado y de 
confianza encargado de proyectar, procurar, suministrar o administrar 
los recursos financieros y logísticos que requiera la organización para 
poder operar”2. 

 
3.2.2. Delito de tráfico de influencias. - 
 
El artículo 400 del Código Penal establece que: 

 
“El que, invocando o teniendo influencias reales o simuladas, recibe, hace 
dar o prometer para sí o para un tercero, donativo o promesa o cualquier 
otra ventaja o beneficio con el ofrecimiento de interceder ante un 
funcionario o servidor público que ha de conocer, esté conociendo o haya 
conocido un caso judicial o administrativo, será reprimido con pena 
privativa de libertad no menor de cuatro ni mayor de seis años; 
inhabilitación, según corresponda, conforme a los incisos 2, 3, 4 y 8 del 
artículo 36; y con ciento ochenta a trescientos sesenta y cinco días-multa. 
Si el agente es un funcionario o servidor público, será reprimido con pena 
privativa de libertad no menor de cuatro ni mayor de ocho años; 
inhabilitación, según corresponda, conforme a los incisos 1, 2 y 8 del 
artículo 36; y, con trescientos sesenta y cinco a setecientos treinta días-
multa”. 
 

El delito de tráfico de influencias es un delito de mera actividad que se configura 
desde el momento en que el traficante de influencias invoca o tiene alguna 
influencia real o simulada sobre un funcionario o servidor público que esté 
conociendo o haya conocido algún procedimiento penal o administrativo. 
 
Para la configuración del tipo penal de tráfico de influencias, el que invoca las 
influencias debe tener algún tipo de cercanía o vinculación con quien 
supuestamente será quien va a ejecutar el acto producto de las influencias que 
vendría a ser quien va a intervenir en algún proceso penal o administrativo. 
Este delito puede ser cometido por cualquier persona, pero también por un sujeto 
cualificado que tenga una condición especial, es decir, estamos hablando de un 
funcionario o servidor público, quienes serían autores del hecho delictivo de 
tráfico de influencias. Asimismo, para la configuración de este tipo penal, se 

 
2 IDEHPUPC. El delito de organización criminal: definición, estructura y sanción. Puede ser visto 
en: https://idehpucp.pucp.edu.pe/notas-informativas/el-delito-de-organizacion-criminal-
definicion-estructura-y-sancion/ 
  

https://idehpucp.pucp.edu.pe/notas-informativas/el-delito-de-organizacion-criminal-definicion-estructura-y-sancion/
https://idehpucp.pucp.edu.pe/notas-informativas/el-delito-de-organizacion-criminal-definicion-estructura-y-sancion/
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puede señalar que quien invoca las influencias, utiliza lo que hoy en día se 
conoce como los contactos, sobre quienes el sujeto activo tendría las influencias 
en las diferentes entidades del ámbito estatal (por ejemplo, municipalidades, 
gobierno regional, ministerios, entre otros)”3. 
 
IV. MEDIOS PROBATORIOS 

 
4.1. Auto que resuelve la detención preliminar, allanamiento con descerraje, 

detención preliminar judicial, registro de personas e incautación y 
levantamiento al secreto a la intimidad (Expediente No. 506-2023-2).  

 
POR LO EXPUESTO: 
 
Señora Presidenta, solicito: 
 
i) Se declare procedente la presente denuncia constitucional, y se formule la 

acusación constitucional por infracción de los artículos 39, 43, 139.2, 158 y 
159,2 de la Constitución Política del Perú contra la Fiscal de la Nación, 
Patricia Benavides Vargas. 

 
ii) Se habilite la denuncia de contenido penal contra de Fiscal de la Nación Liz 

Patricia Benavides por la presunta comisión de los delitos de Organización 
Criminal y Tráfico de influencias conforme a los artículos 317 y 400 del 
Código Penal. 
 
 

 Lima, 27 de noviembre del 2023. 
 

 
3 SERGIO EMERSON CHÁVEZ PANDURO. El tráfico de influencias: ¿reales o simuladas?. 
Puede ser visto en: https://lpderecho.pe/el-trafico-de-influencias-reales-o-simuladas/ 

https://lpderecho.pe/el-trafico-de-influencias-reales-o-simuladas/
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